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I. INTRODUCCIÓN

EL presente artículo aporta
una reflexión sobre el papel
de las políticas agrarias en el

futuro de la agricultura española.
El momento actual de la agricul-
tura española es novedoso. Ade-
más de los objetivos tradicionales
de las políticas agrarias, aparecen
nuevos objetivos en juego, como
son la vitalidad económica de las
zonas rurales, la contribución de
la agricultura a la biodiversidad,
la mitigación del cambio climáti-
co y la inserción de los producto-
res en la cadena de valor agroa-
limentaria. La política agrícola 
común (PAC) de los ochenta y no-
venta sólo permitió suavizar el cos-
te social del proceso de reconver-
sión del sector. Pero ha carecido
de instrumentos para atender las
externalidades positivas de la agri-
cultura.

En las próximas páginas se
plantea una visión reformista de la
PAC, y sobre todo se apunta la ne-
cesidad de adoptar un papel más
activo por las administraciones na-
cionales en el diseño y aplicación
de las políticas agrarias. Para ello
se repasan, en los tres próximos
apartados, las tendencias recien-
tes y la situación actual del sec-
tor agrario en España, con refe-
rencias a sus transformaciones
demográficas, a sus problemas de
rentabilidad y a los cambios en la
cadena de valor. En los dos apar-
tados siguientes se evalúan las re-
formas recientes de la PAC, siem-
pre con referencia a la situación

previa, y se analizan los factores
de inercia en la continuación del
proceso de reformas a escala eu-
ropea. Finalmente, se defiende la
necesidad de redefinir las políti-
cas agrarias sobre la base de un li-
derazgo que podría asumir Espa-
ña en la Unión Europea, en la
dotación de medios suficientes 
y en una apuesta decidida por el
mundo rural.

II. POBLACIÓN AGRARIA,
POBLACIÓN RURAL

Cuando España ingresó en la
Comunidad Económica Europea
en 1986 se veía aún lejos el tiem-
po en que los niveles de pobla-
ción activa agraria en nuestro país
alcanzarían los de un país desa-
rrollado típico. Pero el ajuste es-
tructural llegó, y la población ac-
tiva en el sector agrario se redujo
en casi un millón entre 1986 y
2006. Partiendo de los dos millo-
nes de personas ocupadas en la
agricultura en 1986, la pérdida de
la mitad de este empleo sugiere
un proceso de reconversión sin
precedentes en el área OCDE. En
2006, la población ocupada en el
sector agrario ya era inferior al 5
por 100 de la población ocupada
total cuando dicho porcentaje re-
presentaba el 14 por 100 en 1986
y el 10 por 100 en 1990, rondan-
do el 4,6 por 100 en el primer tri-
mestre de 2007.

Con ser dramáticos estos cam-
bios en el número de ocupados
en la agricultura, debemos incor-
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porar algunos matices. Una pri-
mera evidencia es la evolución del
empleo total equivalente en el
sector medido en unidades de tra-
bajo anual, lo que implica conta-
bilizar tanto el empleo a tiempo
completo como el empleo a tiem-
po parcial. Esta magnitud se ha
mantenido relativamente estable
en torno a un millón entre 1995
y 2003. La aparente contradic-
ción con la evolución decreciente
de la población activa se puede
explicar por el predominio de la
agricultura a tiempo parcial en
muchas zonas rurales y por la ren-
tabilidad todavía manifiesta en 
algunas producciones intensivas
del Mediterráneo español. El tra-
bajo familiar ha ido perdiendo im-
portancia, pero se ha dado una
sustitución por trabajo asalaria-
do, tanto fijo como eventual, en
buena parte posibilitado por la 
inmigración.

Una segunda evidencia se re-
fiere al carácter selectivo del de-
clive demográfico en las áreas ru-
rales. Se observa incluso una
reactivación o «renacimiento ru-
ral » en algunas zonas rurales pe-
riurbanas y centros comarcales de
las Españas del interior y del Sur.
Así, la población en municipios de
menos de 2.000 habitantes as-
cendía en 2003 a 7,8 millones de
personas, lo que representaba un
18 por 100 de la población es-
pañola, porcentaje similar al de
1991 (después haber tocado fon-
do, con un 16 por 100, en 2001).

Así pues, el ajuste en el sector
agrario ha sido rápido, y nada su-
giere que vaya a detenerse en los
próximos años. Sin embargo, no
debe incurrirse en simplificacio-
nes, porque ni la evolución de to-
das las orientaciones productivas
es homogénea, ni la de todas las
áreas geográficas, ni podemos
afirmar por ello que el mundo ru-
ral está inmerso en una crisis irre-
versible, entre otras cosas porque

no en todos los casos la pérdida
de empleo agrario significa el de-
terioro de la vitalidad de un área
rural. Se dibuja así un escenario
de transformación radical de la
organización social del campo en
España. Quizá sea aventurado an-
ticipar la proximidad de un «mun-
do rural sin agricultores». Pero un
análisis más pormenorizado de
las características sociales del
mundo rural nos conduciría a
identificar una gran variedad de
situaciones socio-profesionales 
en el campo. La comunidad rural
es más compleja que la agrícola
y, desde luego, el modelo de ex-
plotación familiar es sólo una 
parte de este sistema. Si bien en
muchas zonas rurales el sector
agrario sigue desempeñando un
papel esencial, en unos casos de
tipo cuantitativo (número de em-
pleos) y otros de tipo cualitati-
vo (determinación de los rasgos
identificativos de un territorio),
no puede negarse que existe un
desarrollo rural más allá de un de-
sarrollo agrario. Y existe una di-
versidad de situaciones que re-
quiere una política rural y agraria
cada vez más selectiva y orienta-
da al territorio.

III. PROBLEMAS 
DE RENTABILIDAD

Que el declive rural se haya ate-
nuado en los últimos años, o que
subsistan áreas dinámicas en el
campo español no debe ocultar-
nos la existencia de un problema
de pérdida de rentabilidad en al-
gunas actividades del sector agra-
rio. Más allá de la vigencia de los
problemas de excedentes estruc-
turales y caídas persistentes de los
precios relativos de los productos
agrícolas, las circunstancias espe-
cíficas de la agricultura española
ayudan a explicar el declive de la
población activa agrícola y la fal-
ta de relevo generacional en la
agricultura familiar.

España es un país de muchas
agriculturas (véase Atance, 2006).
La extensión geográfica españo-
la, su orografía y la presencia de
climas marcadamente distintos
hacen que las diferencias pro-
ductivas entre regiones sean no-
tables. El sector agrario español se
caracteriza por un mayor peso del
subsector agrícola, con una pre-
sencia apreciable de frutas, hor-
talizas y olivar (la suma de estos
subsectores aporta el 42 por 100
de la producción final agraria es-
pañola, frente al 27 por 100 en la
UE15). Por su parte, la ganadería
española se caracteriza por un
peso mucho menor del sector lác-
teo (aporta el 6 por 100 de la pro-
ducción final agraria, frente al 14
por 100 en la UE15). Por el con-
trario, en la ganadería española
tienen mucho más peso los sec-
tores del ovino-caprino y del por-
cino, y el resto de la ganadería
intensiva.

España, por sus orientaciones
productivas, es diferente de la ma-
yor parte del continente. Pero exis-
ten además otras características
básicas que diferencian al sector
agrario español del resto de la UE
y que provocan una respuesta es-
pecífica a las reformas de la PAC.
Repasemos en primer lugar las
que corresponden a las produc-
ciones agrícolas y a continuación
las de las actividades ganaderas.
Los tres factores que en mayor
medida caracterizan las produc-
ciones vegetales en España son la
baja productividad de los cultivos
herbáceos en comparación con el
resto de la UE, la dependencia del
regadío para alcanzar productivi-
dades mayores y la elevada espe-
cialización en los cultivos medite-
rráneos (frutas y hortalizas, olivar
y viñedo). Además, en numerosas
zonas de secano, para alcanzar
rendimientos medios de 2 t/ha, o
incluso inferiores, es necesario re-
currir a la técnica del barbecho,
dejando cada hectárea sin cultivar
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cada cierto número de años. Así,
durante el período 2000-2003, en
secano, la superficie media anual
de barbecho fue de más de tres
millones de ha., representando un
30 por 100 de la superficie asig-
nada a cultivos herbáceos. Esta
menor productividad revela serios
problemas de competitividad y
hace que cualquier reforma que
disminuya las ayudas vinculadas a
la producción obligue en España a
valorar el riesgo de posible aban-
dono de la actividad agraria en
aquellas zonas más marginales.

Una respuesta tradicional de
la política de estructuras españo-
la ante estos bajos rendimientos
ha sido la transformación en re-
gadío. El regadío, por una parte,
permite la introducción en las 
alternativas de cultivo de otras
producciones (frutas y hortalizas
principalmente), pero también
permite aumentar las produccio-
nes de los cultivos herbáceos 
(mayores producciones en cerea-
les y oleaginosas, introducción de
maíz, etc.) y estabilizar sus rendi-
mientos anuales. Por último, la
agricultura española, apoyada 
en parte en esa presencia de re-
gadío, se ha especializado en las
producciones mediterráneas: hor-
tofruticultura (400.000 ha. de hor-
talizas en 2003, un 93 por 100
de ellas en regadío, y 600.000 ha
de frutales (1), un 90 por 100 en
regadío), olivar (2.440.000 ha.,
un 16 por 100 de ellas en rega-
dío) y viñedo (1.170.000 ha., un
14 por 100 en regadío). El rega-
dío ha supuesto una salida al pro-
blema de rentas de la agricultura
española allí donde ha sido facti-
ble. Sin embargo, las posibilida-
des de desarrollo basadas en la
puesta en riego de superficies
agrícolas resultan en la actuali-
dad muy limitadas, habida cuen-
ta de la necesidad de considerar
los costes plenos (incluidos los
ambientales) de las infraestruc-
turas requeridas, así como por la

disminución de las posibilidades
comerciales de muchos cultivos en
un ámbito de creciente compe-
tencia internacional. Existe una
enorme confusión sobre el papel
que deben desempeñar en el fu-
turo los sistemas agrarios españo-
les demandantes de agua en un
contexto de reforma continuada
de la PAC y de las reglas de juego
del comercio agrícola internacio-
nal. No le faltaba razón a Carlos
Tió cuando afirmaba hace algunos
años que «la política de regadíos
no puede hacerse en ausencia de
un plan agrario nacional de me-
dio y largo plazo» (Tió, 2000).

Las reasignaciones de la su-
perficie entre cultivos de regadío
pueden verificarse de manera di-
fícil de anticipar como conse-
cuencia de los nuevos escenarios
de política agraria. Así, por ejem-
plo, es preciso indicar que las pro-
ducciones mediterráneas podrían
verse afectadas por un escenario
de liberalización de los mercados
de los productos continentales (o
de un desacoplamiento sin res-
tricciones de cultivo de las ayudas
directas), pues sus mayores pro-
ductividades los convierten en ac-
tividades muy atractivas para
aquellos productores de cultivos
herbáceos que han pasado a re-
cibir ayudas desconectadas, lo que
se podría traducir en desequili-
brios entre oferta y demanda en
estos sectores.

Por su parte, las producciones
ganaderas españolas presentan
un marcado carácter dual. La ma-
yor parte del vacuno cárnico de
cría, del ovino y del caprino se
desarrollan en regímenes muy ex-
tensivos, sobre pastos poco pro-
ductivos que comportan el man-
tenimiento de cargas ganaderas
muy inferiores a las medias euro-
peas. Este tipo de actividades
mantienen agrosistemas de ele-
vada calidad ambiental y paisajís-
tica que proporcionan importan-

tes externalidades sociales y am-
bientales. Sin embargo, su renta-
bilidad económica es muy baja,
resultando una actividad cuyo
mantenimiento es muy depen-
diente de la existencia de ayu-
das directas. Por el contrario, los
subsectores del vacuno de cebo,
porcino, avicultura, e incluso el
sector lácteo, que aportan una
proporción mayoritaria del valor
de la producción final ganadera,
se desarrollan en régimen inten-
sivo, constituyendo un potente
sistema agroganadero cuya ren-
tabilidad económica no depende
tanto de la existencia de ayudas
como del suministro de materias
primas (piensos y otros productos
de alimentación animal) a precios
razonables. En este sentido, la re-
ciente elevación del precio de los
cereales y otros productos de ali-
mentación del ganado, en buena
parte debido al incremento de las
superficies destinadas a produc-
tos agroenergéticos, representa
un obstáculo de no fácil supera-
ción para estos subsectores.

En resumen, la agricultura es-
pañola está afectada en su mayo-
ría por un problema de falta de
rentabilidad, aunque afecte de
manera desigual a sus distintas
agriculturas. La localización de los
cultivos se ve todavía condiciona-
da por las circunstancias físicas y
agroclimáticas: períodos libres de
heladas, luminosidad e insolación,
aptitud de los suelos, proximidad
a las vías de comunicación. Estas
condiciones de los factores se han
visto claramente distorsionadas
por las ayudas de la PAC, que han
supuesto una influencia adicional
sobre las ventajas comparativas.
En el futuro, la política que se di-
señe deberá tener en cuenta estas
diferencias de rentabilidad, así
como los potenciales problemas
ambientales relacionados con el
abandono de territorio que podría
resultar de una liberalización ace-
lerada de los mercados agrarios.
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IV. CAMBIOS EN LA CADENA
DE VALOR

Además de los problemas de
baja productividad de un sector
de la agricultura española, existe
un problema de descenso de los
precios percibidos por el agricul-
tor que agrava la presión, espe-
cialmente sobre las pequeñas 
explotaciones o las menos com-
petitivas. Al menos tres factores
explican esta pérdida de los pre-
cios percibidos. En primer lugar,
en el pasado, una parte de los
precios percibidos estaba sopor-
tada por instrumentos de regula-
ción (precios de intervención, pro-
tección en frontera, etc.) que hoy
no existen, o existen a niveles mu-
cho más bajos. En segundo lugar,
la proporción que las materias pri-
mas representan en el precio final
pagado por los consumidores
desciende indefectiblemente se-
gún el consumidor demanda pro-
ductos con más servicios y atri-
butos (a menudo intangibles)
incorporados al producto. Y, en
tercer lugar, empeora el poder de
negociación del productor agríco-
la en las cadenas de comerciali-
zación actuales.

Examinaremos con mayor de-
talle en este apartado los dos úl-
timos factores, por estar ambos
muy relacionados con una inser-
ción insuficiente de los agriculto-
res en las cadenas de valor. Éstas
han cambiado de manera dra-
mática en las últimas décadas. Ur-
banización en los modos de vida,
modificaciones en los ritmos de
trabajo, incorporación de las mu-
jeres a la vida laboral, nuevos mo-
delos alimentarios, población in-
migrante, etc. Se trata de cambios
sociológicos que, asociados a la
transformación de los sistemas de
distribución y comercialización,
comportan una verdadera revo-
lución en las formas de relación
entre los agentes de la cadena
agroalimentaria, con un fuerte

predominio de los supermercados
y una pérdida de importancia de
los mercados tradicionales (MAPA,
2007a).

Se han podido acumular evi-
dencias que reflejan una intensa
transformación de las estrategias
empresariales en la distribución
agroalimentaria en las últimas dé-
cadas. El sector distribuidor ha al-
canzado una posición de fuerza
con respecto a otros sujetos del
sistema, y ha asumido el papel de
garantizar la cualidad de los pro-
ductos para el consumidor y sus
necesidades de aprovisionamien-
to (TNS, 2005). El problema prin-
cipal para los productores es que
deben de reorganizar sus moda-
lidades de comercialización para
poder responder a las demandas
de la gran distribución, que son
profundamente diferentes de las
del mercado tradicional, repre-
sentado por los mercados mayo-
ristas. Además, los productores
se ven rezagados por las innova-
ciones en la cadena, que tienen
mucho que ver con la gestión de
la información y la trazabilidad,
la logística, la innovación de pro-
ducto y la política de calidad. A
una población activa relativa-
mente envejecida, el dinamismo
de la cadena de valor le está de-
jando simplemente fuera de lu-
gar en la apropiación del valor 
generado. El asociacionismo pro-
ductivo ha sido una respuesta na-
tural (Ruben, 2007) a este proce-
so, pero su desarrollo en España
es insuficiente, bien por las difi-
cultades de adopción de méto-
dos de dirección gerencial, bien
por la desconfianza que muchos
productores siguen teniendo en
el cooperativismo cuando éste su-
pone inversión y riesgo. Así, el ni-
vel de facturación promedio de
las cooperativas agrarias españo-
las está muy por debajo del ob-
servado en la mayoría de los paí-
ses de la UE15 (3,4 millones de
euros en España frente a 5,3 en

Italia, 19,1 en Francia, 1.026 en
Holanda y 1.346 en Dinamarca).

Uno de los principales cambios
en la cadena es la búsqueda de
sistemas de aprovisionamiento a
bajo coste basados en la acumu-
lación de grandes volúmenes de
venta. Aunque, en teoría, este
comportamiento permitiría man-
tener los márgenes comerciales
bajo ciertos límites, es un hecho
que los mayores volúmenes de
ventas permiten aumentar la ca-
pacidad de negociación de los dis-
tribuidores frente a sus proveedo-
res. La mejora de la capacidad de
negociación se ve reforzada por
la tendencia generalizada a la cen-
tralización de las compras, que
constituye un elemento esencial
de las nuevas relaciones verticales
entre productores y comercio mi-
norista. La negociación proveedor-
minorista, apoyada en el poder de
compra de las centrales, constitu-
ye un eje esencial de la distribu-
ción moderna. Este hecho debería
atraer la atención por la investi-
gación relacionada con imperfec-
ciones en los mercados y prácti-
cas anticompetitivas, e incluso con
el marco normativo vigente, casi
exclusivamente orientado en la ac-
tualidad a las prácticas que se pro-
ducen al final de la cadena co-
mercial, por afectar de un modo
directo al precio pagado por el
consumidor.

En España, como en otros paí-
ses industrializados, la evolución
de los precios al productor de los
alimentos no sigue la de los pre-
cios al consumidor, en una cade-
na en la que intervienen varios
agentes y en la que el poder de
negociación de la distribución es
considerablemente superior al de
los productores. Esta evolución asi-
métrica de los precios ha sido re-
flejada por los datos del observa-
torio de precios del MAPA y por
diferentes investigaciones (ver por
ejemplo, Ben Kaabia y Gil, 2006 y
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2007). Los datos registrados su-
gieren que la formación de los
márgenes comerciales (con un cre-
cimiento del 18 por 100 entre
2001 y 2004) explica buena par-
te del crecimiento de los precios
finales de los productos de ali-
mentación, especialmente en el
mercado en fresco, con el consi-
guiente perjuicio para el sector
productor. La mayor variabilidad
de precios corresponde a las coti-
zaciones en origen, lo que pone
en evidencia las distintas situacio-
nes de competitividad en la fija-
ción de precios. La distribución del
valor a lo largo de la cadena y el
estímulo a una mayor captación
de valor añadido por los produc-
tores deben resultar un tema prio-
ritario de la política agraria en los
próximos años, como lo demues-
tra el nuevo voto de confianza
dado a las organizaciones de pro-
ductores en la recientemente apro-
bada reforma de la Organización
Común en el Mercado de frutas y
hortalizas.

V. LA VIEJA PAC 
Y LA NUEVA PAC

¿Podía la PAC tradicional dar
soluciones a los problemas ge-
nerados en la distribución de va-
lor a lo largo de la cadena? ¿Y a
la necesidad de incrementar la
competitividad frente a mercados
internacionales cada vez más
abiertos? ¿Y a las nuevas de-
mandas de los ciudadanos, mu-
chas de ellas relacionadas con ex-
ternalidades ambientales y
sociales de la agricultura?

Las fórmulas proteccionistas
del pasado no estaban diseñadas
para abordar estos problemas en
un mercado común europeo. La
PAC de los ochenta basaba su mo-
delo de apoyo en las intervencio-
nes de los precios de mercado.
Las reformas iniciadas en 1992
cambiaron este modelo tradicio-

nal de apoyo por otro basado en
las ayudas directas a los produc-
tores. El apoyo se hizo más trans-
parente y el apoyo que la PAC
presta a los productores comenzó
a ser visible a la sociedad euro-
pea, a la vez que las transferencias
a los agricultores pasaban a de-
pender menos de los consumido-
res y más de los contribuyentes.
Este cambio, aun siendo necesa-
rio y positivo, no gustó a muchos.
La política de los ochenta permi-
tía a muchas explotaciones vivir
una ficción de competitividad,
puesto que el componente de
subvenciones no era explícito ante
la sociedad, al tiempo que el ciu-
dadano europeo no era plena-
mente consciente del coste de la
PAC. El cambio de modelo de apo-
yo conllevó un afloramiento de
esos subsidios implícitos y, por
tanto, una mayor vulnerabilidad
política de las subvenciones pú-
blicas. La Reforma de la PAC de
2003, y las subsecuentes refor-
mas de los sectores del aceite de
oliva, el algodón, el tabaco (2004),
el azúcar (2005) y las frutas y hor-
talizas (2007) han supuesto el co-
mienzo de una tercera etapa en la
forma de apoyo a la agricultura,
basado en los pagos desacopla-
dos de la producción.

En realidad, el sentido de las
dos grandes reformas, de 1992 y
de 2003, ha estado guiado por la
necesidad de alcanzar acuerdos
en las negociaciones comerciales
internacionales. Así, el descenso
del apoyo a los precios y sus sus-
titución por pagos directos a cul-
tivos (reforma de 1992) permitió
cerrar la Ronda Uruguay, mientras
que la desconexión de los pagos
(reforma de 2003) tenía por ob-
jeto proporcionar a la UE una po-
sición negociadora más cómoda
en la actual Ronda para el Desa-
rrollo de Doha, cuyo resultado es
incierto, dada la situación actual
de estancamiento de las negocia-
ciones a la altura de verano de

2007. Adicionalmente, la desco-
nexión constituye una salida para
suavizar el coste social de la libe-
ralización del comercio (o para fa-
cilitar las reformas). Con un siste-
ma de ayudas desconectadas,
agricultores y ganaderos reciben
ayudas independientemente del
nivel de producciones presentes o
futuras, de su rendimiento o de
los precios mundiales.

Las ayudas desconectadas se
otorgan en forma de «pagos úni-
cos por explotación», cuya apli-
cación en España se inició en
2006. Estos pagos desconectados
sustituyen a los pagos directos que
anteriormente se otorgaban por
hectárea o por cabeza, constitu-
yendo ahora un cheque indepen-
diente de las decisiones de pro-
ducción. Las reformas recientes
han acabado de cerrar un ciclo de
la PAC para iniciar otro. La agri-
cultura española, como otras agri-
culturas europeas, guiará su futu-
ro sobre la base de precios del
mercado, sólo protegidos por una
protección en frontera en vías de
extinción. Ello no significa una in-
mediata eliminación del apoyo,
puesto que éste está garantizado
hasta 2013 y, según las propias
palabras de la Comisaria Europea
de Agricultura, Mariann Fischer,
seguirán desempeñando un pa-
pel importante en la política agra-
ria después de esta fecha. Y no
creemos que el nuevo modelo de
la PAC fuera peor que el anterior,
pese a las críticas que ha recibido.

1) Se argumenta que la PAC
actual desmotiva a los producto-
res y apuntala un modelo de agri-
cultura «asistida». Sin embargo,
no entendemos que la motivación
de las explotaciones agrarias
como empresas deba basarse en
intervenciones de precios (PAC an-
tigua) ni en ayudas que incenti-
ven cultivos específicos (reforma
de 1992), sino que más bien de-
bería apoyarse en la creación de
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oportunidades fundadas en la ge-
neración de valor.

2) La PAC ha sido tradicional-
mente injusta en sus mecanismos
de reparto, tanto entre sectores
como entre productores, como
revela la desigual distribución de
las ayudas directas entre estratos
de agricultores. Pero la PAC actual
no es más justa que la anterior.
La nueva PAC apenas incide en la
redistribución entre estratos de
agricultores, pero sí puede hacerlo
entre sectores en el caso de con-
ceder la ayuda bajo el sistema re-
gional o territorializado (ver Mas-
sot, 2007).

3) El cambio de modelo de
apoyo a la agricultura ha variado
las formas, pero no los niveles, de
ayuda a la agricultura europea. El
cambio de instrumentos de políti-
ca agraria tiende a descargar su
financiación en los contribuyen-
tes mediante métodos que son
más transparentes que los meca-
nismos de política basados en las
intervenciones de precios. De he-
cho, la composición del apoyo to-
tal por fuentes de financiación ha
variado sustancialmente entre
1986-88 y 2005 (cuadro n.º 1).

Las políticas financiadas por los
contribuyentes (netas de ingresos
fiscales) representaron en el área
OCDE el 57,7 por 100 del apoyo
total en 2003, frente a un 32,9
por 100 que representaban en
1986-88. Tanto en la UE como en
los cálculos que hemos realizado
para España (véase anexo), ese
porcentaje ya superaba el 51 por
100 en 2003, tras las reformas de
los noventa y la última década.
Esta evolución ha sido muy acu-
sada en la UE si se tiene en cuen-
ta que menos de un 25 por 100
de las transferencias las financia-
ban los contribuyentes en 1986-
88. Este cambio en las fuentes de
apoyo ha sido, en efecto, compa-
tible con un mantenimiento, e in-
cluso aumento, del apoyo total en
la UE en términos de euros nomi-
nales. Pero es destacable que las
formas de apoyo se han ido orien-
tando al uso de pagos directos ba-
sados en derechos históricos que,
a mediados de los ochenta, esca-
samente representaban el 2,4 por
100 del apoyo total, mientras que
en 2005 constituyen casi un tercio
de éste. Son los casi 40.000 mi-
llones de euros anuales que la PAC
actual destina a ayudas directas.
Esta transformación, en efecto, re-

presenta una innovación en la UE
con respecto al resto de países de
la OCDE.

4) El nuevo modelo de apoyo
basado en pagos desconectados
admite un gran margen para que
los productores puedan tomar de-
cisiones (excepto transitoriamen-
te en el caso de frutas y hortali-
zas). Algunos agricultores podrán
abandonar la producción utili-
zando los ingresos generados por
la ayudas para abrir otros nego-
cios. Otros podrán seguir em-
pleando las ayudas para reinver-
tirlas en sus explotaciones. Un
problema o externalidad negativa
de la reforma es el riesgo de aban-
dono de las tierras, que debe ser
aminorado por el obligado cum-
plimiento de los requisitos de eco-
condicionalidad y buenas prácti-
cas agrícolas para la percepción
de las ayudas. Existen también
mecanismos específicos en la po-
lítica de desarrollo rural (ayudas
agroambientales, indemnización
compensatoria, contratos terri-
toriales de explotación) que per-
miten atajar directamente este
problema. En todo caso, no pa-
rece razonable forzar a un pro-
ductor a realizar actividades que
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CUADRO N.º 1

ESTIMACIÓN DE APOYO TOTAL A LA AGRICULTURA (MILLONES DE EUROS)

UE OCDE

1986-1988 2005 1986-1988 2005

Apoyo total ................................................................... 100.948 121.093 276.293 309.983

De los consumidores..................................................... 76.745 47.159 185.479 138.994
Porcentaje del total ....................................................... 76,0 38,8 67,1 42,3

De los contribuyentes (*).............................................. 24.203 74.467 90.813 189.500
Porcentaje del total ....................................................... 24,0 61,2 32,9 57,7

De los cuales:

Pagos directos por hectárea o por cabeza................ 2.415 39.382 14.907 56.446
Porcentaje del total ..................................................... 2,4 32,4 5,4 17,2

(*) Netos de ingresos fiscales de las políticas agrícolas.
Fuente: OCDE y elaboración de los autores.



abandonaría a la primera ocasión
en presencia de alternativas.

Es aún pronto para evaluar los
impactos de la reforma sobre la
superficie de cultivos herbáceos
(ver datos para los principales 
cultivos correspondientes a 2005
y 2007 en el cuadro n.º 2). Hay
que tener en cuenta que la diso-
ciación sólo ha sido parcial en 
muchos cultivos que continuarán
recibiendo pagos específicos du-
rante un período transitorio. Por
otro lado, no hay que olvidar la
evolución de los precios en las úl-
timas campañas, que apunta a
una firmeza de los precios, ten-
dencia que podría consolidarse en
los próximos años como conse-
cuencia del tirón de la demanda
de los países emergentes y de la
competencia de los cultivos agro-
energéticos por la superficie cul-
tivable en muchos países (Ben-
jamín y Houée-Bigot, 2007). En
todo caso, estos primeros datos
parecen mostrar que se está pro-
duciendo un abandono modera-
do, caracterizado por un reajuste
de determinadas producciones
que contaban en el pasado con
instrumentos específicos de apo-
yo muy superiores a los del resto
de cultivos, como trigo duro, maíz,
algodón, remolacha (ver también
al respecto MAPA, 2006). No obs-
tante, el descenso más importan-
te es el producido en leguminosas
grano, cultivo cuyo abandono en
España representa un problema
por nuestro carácter deficitario en
productos de alimentación ani-
mal, pero especialmente por sus
valores ambientales (ver, por ejem-
plo, Oñate et al., 2007), que qui-
zá requerirían el empleo de los
instrumentos específicos ante-
riormente aludidos.

5) Otra crítica a la nueva PAC
proviene del ámbito internacional.
La reforma de la PAC no corregirá
las asimetrías internacionales ac-
tualmente existentes en los diver-

sos niveles de apoyo a la agricul-
tura en el mundo. Pero tampoco
lo hacía el viejo modelo basado
en la protección en frontera.

6) Finalmente, los problemas
de rentabilidad no necesariamen-
te dependen de la apertura exte-
rior, sino también de factores de
orden interno. El mercado de tra-
bajo podría situarse en esta cate-
goría de servicios. El mercado de
capital es también relevante en su
sector, que cada vez requiere de
más tecnología e inversión en in-
movilizado. Aquí son las tasas de
interés y las condiciones de crédi-
to las que pesan sobre la rentabi-
lidad. Otros servicios o «factores»
de orden interno son el agua y la
tierra. Las agriculturas de regadío
se enfrentan a enormes dificulta-
des para ser competitivas en el
Mediterráneo, cuando además
existen otras actividades alterna-
tivas que aparecen como más ren-
tables, como la economía turísti-
ca y la construcción (que atraen
mano de obra). La presión alter-
nativa de los usos urbanos del
suelo resta atractivo al manteni-
miento a largo plazo del suelo en

actividades agrarias. La PAC tiene
un impacto prácticamente imper-
ceptible sobre estos factores de
competitividad.

La nueva PAC puede haber
abierto un debate sobre la legiti-
midad de las ayudas, pero esas crí-
ticas a la PAC actual no dotan de
legitimidad a la vieja PAC. La diso-
ciación significa que el apoyo a la
renta dependerá menos de la in-
tervención en los precios, lo que,
desde un punto de vista político,
permite una mayor apertura de
los mercados de la UE a la com-
petencia exterior. El gasto públi-
co presupuestario a través de es-
tos pagos constituye el medio
elegido por la UE para facilitar la
transición a un mercado agrícola
más abierto.

VI. FACTORES DE REFORMA
DE LA PAC

Tres son las fuerzas que influ-
yen en la evolución de la PAC. La
primera son las negociaciones co-
merciales multilaterales (Compés
et al., 2001; Antón, 2004; Phi-
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CUADRO N.º 2

¿HA AFECTADO LA REVISIÓN INTERMEDIA A LA DISTRIBUCIÓN DE CULTIVOS?
Superficies agrícolas

MILES DE HECTÁREAS 2007

2005 2007 2005 = 100

Trigo blando ................. 1.349,5 1.371,2 101,6
Trigo duro..................... 900,3 600,7 66,7
Cebada......................... 3.143,7 3.160,2 100,5
Maíz ............................. 417,3 365,7 87,6
Arroz ............................ 119 101,6 85,4
Remolacha.................... 102 76,7 75,2
Girasol .......................... 517,3 613,3 118,6
Algodón ....................... 86 69,5 80,8
Alfalfa .......................... 246,5 252,4 102,4
Leguminosas................. 356,6 192,5 (*) 53,9
Total cultivo (**) ........... 7.611,3 7.341,9 (*) 96,5

Notas:
*(*) Datos de 2006.
(**) No es suma de los anteriores.
Fuente: Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Los datos de 2007 son un avance.



lippidis, 2005). En el apartado V
se ha dado cuenta de cómo este
factor ha estado presente en las
dos principales reformas de la PAC
(1992 y 2003).

La segunda se refiere a las res-
tricciones sobre el volumen de gas-
to asignado a la PAC. El presu-
puesto agrícola es cada vez menos
popular en la opinión pública de 
la UE actual, que, sobre todo en
los países del Norte de Europa, ve
con buenos ojos una lenta pero
inexorable reducción del peso del
gasto agrícola en el presupuesto
total. A partir del compromiso fi-
nanciero del Consejo de diciem-
bre de 2005, en 2009, el eje «Cre-
cimiento sostenible» representará
por primera vez un volumen de re-
cursos equivalente al eje «Con-
servación y gestión de los recur-
sos naturales», donde se encuadra
la política agraria. Para 2013, el
primer eje atraerá 58,3 millardos
de euros, frente al segundo eje,
cuyo gasto se situará en 51,2 mi-
llardos de euros. Aunque el fin de
la PAC está lejos, esta política está
dejando de ser una prioridad pre-
supuestaria. Los países contribu-
yentes netos de la Unión ponen
en duda la legitimidad de las ayu-
das directas que la Comunidad
otorga a la agricultura, y reclaman
una mayor eficiencia del gasto pú-
blico. El debate no deja de estar
contagiado por los intereses na-
cionales de países como Francia,
fuertemente agrarista, o como Rei-
no Unido, que sigue reclamando
su «cheque», o devolución parcial
de su contribución acordada en la
década de los ochenta. En este
contexto de disputa presupuesta-
ria, la Comisión ha propuesto un
mecanismo de disciplina financie-
ra que garantiza el cumplimiento
del marco anual del gasto agrario
a través de reducciones suple-
mentarias de las ayudas en caso
de superación de los techos que
finalmente se fijen por el Consejo
Europeo. En la práctica, la PAC no

tiene ya hoy posibilidad alguna de
incrementar su presupuesto con
nuevos fondos comunitarios. Así
pues, hasta 2013 se ha alejado el
fantasma de una eliminación de
las ayudas agrícolas, pero, al mis-
mo tiempo, se ha descartado toda
opción de que el presupuesto de
la Unión aumente significativa-
mente. Además, se ha acordado
realizar un chequeo médico de la
PAC, consistente en el análisis del
funcionamiento de sus principa-
les mecanismos, así como una re-
visión global del presupuesto eu-
ropeo en 2008. Por tanto, no es
descartable un nuevo recorte de
los pagos directos, que bien pu-
diera venir de la elevación del por-
centaje de modulación obligato-
ria de los pagos.

Un tercer factor, más bien de
bloqueo de las reformas, lo cons-
tituyen los intereses nacionales y
el papel de los grupos de interés
en el marco institucional de la
Unión. Con frecuencia, se refleja
en la interacción entre la Comi-
sión, como «motor de cambio», y
las preferencias nacionales refle-
jadas en el Consejo de Ministros.
Parece que la preocupación ge-
neralizada en relación con la ca-
lidad y la seguridad alimentarias,
así como las preocupaciones me-
dioambientales, están desviando
la atención de la Comisión de los
intereses de los agricultores hacia
unos intereses de carácter más 
general, que se reflejan en el en-
foque del «desarrollo rural». Es
decir, en términos de pagos, la
atención ya no estaría centrada
exclusivamente en los intereses
de sus perceptores, sino también
de sus contribuyentes.

Los intereses nacionales pue-
den afectar el ritmo de las refor-
mas. En el Consejo de Ministros
aún pesa mucho el voto de los paí-
ses que dan prioridad a la PAC. El
interés de otros países con un me-
nor empeño en mantener la PAC se

canaliza por lo general a través de
la Comisión directamente, quizá
por la influencia de los grupos de
presión no agrícolas. La reflexión
sobre los intereses nacionales en-
tronca con la presupuestaria, pues
en su intersección se ubica, como
consecuencia de las reflexiones de
2008, la posible decisión de man-
tener los actuales niveles de pa-
gos, pero obligando a su cofinan-
ciación por los estados miembros
o bien a su reducción, pero per-
mitiendo a los estados miembros
completarlos hasta los niveles ac-
tuales mediante ayudas naciona-
les (renacionalización financiera).
Opciones a las que se suma la ya
indicada de trasvase de fondos del
primer pilar al desarrollo rural me-
diante un aumento de la modu-
lación (lo que implica tanto la ne-
cesidad de cofinanciación por
parte de los estados miembros
como una cierta redistribución de
las ayudas entre éstos).

En el actual marco presupues-
tario restrictivo, el Gobierno ale-
mán se ha mostrado a favor de la
renacionalización parcial de las
subvenciones agrícolas. El Reino
Unido, Suecia y Holanda, entre
otros, parecen más proclives a fa-
vorecer la eliminación progresiva
de las subvenciones de la PAC y la
integración de las políticas agríco-
las en sus propias estrategias de
desarrollo rural. No obstante, los
estados miembros del Sur de Euro-
pa no son muy proclives a aceptar
un cambio de rumbo radical de la
PAC orientado hacia los proyectos
de desarrollo rural, puesto que es-
tos países han tenido histórica-
mente problemas para cofinanciar
tales proyectos. En todo caso, la
revisión de 2008 volverá a abrir
un debate sobre la financiación de
las ayudas agrícolas a escala na-
cional y regional, donde la agri-
cultura pueda perder presupuesto,
debate en el que sin duda estará
presente la discusión en torno a
que la renacionalización de la PAC
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representa una «traición» a los
ideales que inspiraron la creación
de la Unión Europea.

VII. REDEFINIR LA POLÍTICA
AGRARIA

Como toda política pública, la
política agraria debe responder a
necesidades reales de la sociedad.
Para ello, es necesario identificar
tales necesidades para, a conti-
nuación, redefinir la política. Pero
¿hacia dónde? Una línea argu-
mental que frecuentemente se ha
utilizado a favor de las ayudas de
la PAC es que atienden las preocu-
paciones no comerciales (PNC, en
terminología de la OMC) o bienes
públicos provistos por la agricul-
tura (en terminología relacionada
con el concepto de la multifun-
cionalidad agraria), como la con-
servación de los paisajes, el medio
ambiente y otros aspectos cultu-
rales vinculados a las actividades
agrícolas. Los vínculos entre los pa-
gos directos y las PNC no están cla-
ros. Ciertamente, los requisitos que
tienen que cumplir los agriculto-
res para recibir tales pagos se en-
cuentran cada vez más vinculados
a una serie de condiciones me-
dioambientales y de la utilización
del suelo (condicionalidad obliga-
toria). Pero, sin embargo, su cuan-
tía, al menos bajo el modelo his-
tórico (ver Massot, 2007, para una
descripción de los modelos que
pueden ser empleados), no obe-
dece al valor o al coste de satisfa-
cer tales PNC (Atance, 2007).

Subsisten varias formas de en-
tender las PNC. Por ejemplo, han
sido utilizadas para defender el
proteccionismo comercial. Una
versión extrema de estos plantea-
mientos es la noción denomina-
da «soberanía alimentaria», por
la que los países deberían disponer
del derecho y la capacidad para
definir políticas propias, incluyen-
do el derecho de proteger los mer-

cados internos (véase una elabo-
ración del concepto en Santarius,
2007). Para ello, según este en-
foque, la agricultura debería ser
excluida de los acuerdos de la
OMC. Sin embargo, entendemos
que la aplicación de esta idea po-
dría eliminar la presión sobre los
países ricos para reformar sus po-
líticas agrarias. Y con ello los que
tendrían más que perder son los
países en desarrollo, puesto que
los más ricos volverían a tener las
manos libres para proteger sus
mercados.

No entendemos, por tanto,
que el regreso al proteccionismo
sea la solución. Otra cosa es que
se instrumenten medidas para al-
canzar objetivos en aspectos tales
como las propias PNC o la gestión
de riesgos en la agricultura, cada
vez más expuesta a la inestabili-
dad del mercado internacional. En
este último ámbito, la UE se mues-
tra cada vez más interesada (Eu-
ropean Commission, 2001). Es-
paña ha avanzado notablemente
(por ejemplo, Bielza et al. 2007),
y en los próximos años debería
consolidar un liderazgo en el di-
seño y aplicación de sistemas de
seguridad de ingresos. Un paso
en este sentido ha sido, en el mar-
co de la recién aprobada (junio de
2007) reforma de la OCM de fru-
tas y hortalizas, la declaración de
la Comisión sobre la propuesta es-
pañola en torno a un «seguro de
prevención y gestión de crisis»,
que ha trasladado al paquete del
chequeo médico.

Al margen del uso que se ha
dado a estos conceptos en las ne-
gociaciones internacionales, las
PNC y, por qué no, la idea de la
multifuncionalidad pueden ser úti-
les para analizar y diseñar la polí-
tica agraria con importantes apor-
taciones conceptuales y empíricas.
El marco analítico de la OCDE ha
contribuido a crear una definición
«positiva» de la multifuncionali-

dad que puede reforzar la clari-
dad y el rigor del concepto (An-
tón et al., 2007). La PAC del futu-
ro, incluidas las políticas agrarias
nacionales, deberá reivindicar este
planteamiento positivo para do-
tar a las zonas rurales europeas
de instrumentos adecuados para
fomentar las externalidades posi-
tivas y el desarrollo rural en senti-
do amplio. El planteamiento de
nuevos instrumentos más especí-
ficos, como las ayudas a proyectos
de inversión privada, los pagos a
buenas prácticas de cultivo soste-
nibles o los contratos territoriales
de explotación, conlleva una me-
jor aproximación a los problemas
de la agricultura, con una mayor
eficiencia del gasto y mayor efi-
cacia que si el mismo volumen de
fondos se gastara de modo indis-
criminado. En realidad, la historia
de la política agraria ha sido la de
una búsqueda de nuevos instru-
mentos adecuados a nuevos ob-
jetivos. La teoría económica nos
enseña que el instrumento más
eficiente para alcanzar un objeti-
vo concreto es aquel que trata el
problema más directamente. Pero
esta búsqueda no ha sido siem-
pre fructífera, y los países desa-
rrollados han utilizado instrumen-
tos de protección de la producción
agrícola que, con frecuencia, han
impuesto elevadas cargas sobre el
conjunto de la sociedad, benefi-
ciando sólo de manera indirecta
a los nuevos objetivos que iban
emergiendo con el tiempo.

El debate futuro sobre la PAC
debería versar sobre el modo de
empleo de los medios financieros
de manera que respondan más
efectivamente a las demandas de
la sociedad europea y a los roles
que se espera que la política agra-
ria desempeñe en el futuro. Pero
¿cuáles son esos roles? Una posi-
ble referencia para definirlos es la
propia estrategia de Lisboa, que
señala que «La Unión se ha fija-
do hoy un nuevo objetivo estra-
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tégico para la próxima década:
convertirse en la economía basa-
da en el conocimiento más com-
petitiva y dinámica del mundo, ca-
paz de crecer económicamente de
manera sostenible con más y me-
jores empleos y con mayor cohe-
sión social...» ¿Por qué la política
agraria (2) se define como una po-
lítica económica bajo estos prin-
cipios congruentes con los de la
sociedad europea? Los principios
rectores de la contribución de la
PAC a la Estrategia de Lisboa, con-
firmados en las conclusiones so-
bre la Estrategia de Lisboa en Sa-
lónica, en junio de 2003, son: «un
alto rendimiento económico» (que
nos atrevemos a interpretar tan-
to en términos de mercado, es de-
cir, en la producción de materias
primas y alimentos, como en tér-
minos sociales, es decir, en la pro-
ducción de bienes públicos) junto
al «uso sostenible de los recursos
naturales». Estos principios han
sido el fundamento de las recien-
tes reformas de la PAC, y particu-
larmente en la definición de las
«directrices estratégicas comuni-
tarias de desarrollo rural» (Con-
sejo de 20 de febrero 2006) en el
Plan Estratégico Nacional que se
elaboró en España en abril de
2007 (MAPA, 2007b) para el acce-
so a los fondos comunitarios de
desarrollo rural, y también están
presentes en el borrador de la fu-
tura Ley de Desarrollo Sostenible
del Medio Rural.

La política agraria del futuro no
puede perder de vista el triángulo
equidad-competitividad-sostenibi-
lidad. Para ello, el desarrollo rural
debe erigirse en herramienta que
contribuya a la reestructuración
del sector agrario y al impulso y la
diversificación e innovación en las
zonas rurales. La política de desa-
rrollo rural puede servir para en-
caminar el proceso hacia una eco-
nomía de mayor valor añadido, 
en consonancia con la Estrategia
de Lisboa.

Es claro que esa política de de-
sarrollo rural debe ser integral, es
decir, no perder de vista elemen-
tos que hasta la fecha han sido
descuidados por las políticas agra-
rias. La política de desarrollo ru-
ral ha requerido un sustancial au-
mento del esfuerzo nacional (+40
por 100 respecto al período an-
terior) y autonómico (+92 por 100
respecto al período anterior) en
su financiación, puesto que, en el
conjunto del territorio español, el
nuevo período de programación
(2007-2013) supone un recorte
del 20 por 100 del presupuesto
comunitario con respecto al pe-
ríodo anterior (2000-2006; ver
MAPA 2007c). Parece evidente que
el desarrollo rural, ante la discu-
sión del presupuesto de la UE para
2007-2013, se ha encontrado
frente a una encrucijada en la que
ha acabado pagando muy cara la
mala fama adquirida por la PAC y
su elevado peso en el presupues-
to comunitario. Y ello a pesar de
existir muchas razones para au-
mentar su presupuesto: se trata
de una política útil, legitimada,
cuyos objetivos son demandados
por los ciudadanos, que quieren
más atención a los aspectos me-
dioambientales y al medio rural,
como lo van demostrando tanto
los Eurobarómetros (European
Commission, 2007) como las in-
vestigaciones (por ejemplo, Go-
mez-Limón y Atance, 2004). Existe
un deseo generalizado de exten-
der y continuar el enfoque LEADER
(tal es la lectura que se despren-
de de la Conferencia sobre Desa-
rrollo Rural de Salzburgo en 2003
y de la inclusión de su enfoque en
el nuevo Reglamento 1698/05, 
de desarrollo rural), y alivia las ne-
cesidades de políticas del primer
pilar, dado que ayuda a incre-
mentar la competitividad de la
agricultura.

Todo parece indicar que en el
nuevo período de programación,
en materia de desarrollo rural, nos

encontraremos con el mismo di-
nero para muchas más necesida-
des de política. Necesidades, cuan-
to menos, de reorientar e impulsar
la competitividad de parte del 
sector agrario tras la reforma de
2003, de poner en marcha una
potente política agroambiental, de
impulsar la creación de la Red Na-
tura 2000, o de dar no sólo con-
tinuidad, sino también extensión y
profundidad, a los programas lo-
cales de desarrollo rural. En el es-
quema de prioridades de la políti-
ca rural deben aparecer de manera
destacada aspectos como la for-
mación y el fomento de la crea-
ción de empresas, la generación
de valor en los productos agrarios
y la mitigación del cambio climá-
tico, entre otros aspectos. Así, por
ejemplo, entre las medidas reco-
gidas en la «Estrategia española
sobre el cambio climático para el
cumplimiento del Protocolo de
Kyoto», aprobada el 10 de febre-
ro de 2007, se incluyen medidas
destinadas a la limitación y la re-
ducción de emisiones del sector
agrario, y medidas para aumentar
la captación por los sumideros.

En particular, las medidas agro-
ambientales fomentan prácticas
agrícolas que van en esa direc-
ción, como la extensificación, la
reducción del laboreo y la reduc-
ción y racionalización de produc-
tos químicos de síntesis. En el caso
de España, la aplicación de estas
medidas ha adolecido de escasa
homogeneidad en relación con
sistemas agrarios similares, siendo
el tercer país de la UE15 con me-
nor proporción de superficie agra-
ria útil bajo medidas agroam-
bientales (10 por 100), muy por
debajo de la media comunitaria
(24 por 100) y superando tan sólo
a Holanda y Grecia, lo que con-
trasta tanto con la importante pre-
sencia de sistemas extensivos de
alto valor natural (Oñate et al.,
2005) como con la elevada ex-
tensión de la Red Natura 2000 en
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España (que afecta a una alta pro-
porción de la superficie agraria
nacional).

VIII. CONCLUSIÓN

Las políticas agrarias han teni-
do que adaptarse a la situación
actual de la agricultura europea
en el contexto internacional y a
lo que se espera del sector en la
sociedad moderna. En el pasado,
la política agraria en los países de-
sarrollados ha perseguido el sos-
tenimiento de las rentas de los
agricultores. Pero la sociedad ac-
tual ya no parece dispuesta a pres-
tar ese apoyo sin condiciones, sino
que exige también una produc-
ción agraria más respetuosa con
el medio ambiente y demanda un
espacio rural activo económica-
mente. De este modo, la política
agraria, al tiempo que la agricul-
tura ha ido perdiendo peso en 
el conjunto de la economía, ha
ido ampliando su campo de ac-
tuación hacia la solución de los
problemas del sistema agroali-
mentario, de los espacios y las 
comunidades rurales, y de los re-
cursos naturales. La transforma-
ción de las condiciones económi-
cas y sociales ha provocado la
pérdida de significado de algunos
objetivos. Así, por ejemplo, pier-
de sentido hablar de autosufi-
ciencia de la balanza comercial
agraria cuando la sociedad tiende
más bien a demandar «alimentos
sanos y seguros», independien-
temente del lugar donde se pro-
duzcan. Es verdad que existe ac-
tualmente una presión al alza de
los precios internacionales de los
alimentos básicos originada en las
crecientes necesidades energéti-
cas del planeta. Pero ello no llega
a justificar el proteccionismo, sino
todo lo contrario: favorece la re-
forma de las políticas agrarias en
una agricultura europea que se
había acostumbrado a la seguri-
dad de precios.

Tampoco tenía mucho sentido
defender las rentas agrarias me-
diante sistemas de apoyo a los pre-
cios, puesto que el beneficio de
este sistema para los pequeños
productores ha sido escaso, los
consumidores pagaban precios re-
lativamente elevados para finan-
ciar la transferencia y, finalmente,
la eficiencia del sistema económi-
co se ha resentido a causa de la
distorsión de los precios. No ar-
gumentamos que los sistemas de
ayudas a las rentas sean innece-
sarios, sobre todo para facilitar la
transición en un proceso de re-
forma, y máxime dadas las carac-
terísticas de las agriculturas espa-
ñolas expuestas en el trabajo. Pero
sí consideramos que su concesión
indiscriminada las hace ineficien-
tes, y que hay que explorar y dar
más peso presupuestario a instru-
mentos orientados específica-
mente a los nuevos objetivos que
se plantean y que están, en mu-
chos casos incluidos en el marco
del desarrollo rural.

En todo caso, tanto el chequeo
médico como la revisión del pre-
supuesto comunitario previstos
para 2008 abrirán un nuevo pro-
ceso de cambios, en el que, como
apunta Massot (2007), España
debe abordar una reflexión pro-
pia sobre el modelo de política
agraria que nos interesa. Y no ya
sólo por conveniencia estratégica,
sino porque la nueva PAC cada vez
da más grado de libertad a los es-
tados miembros en el diseño de
sus instrumentos (Atance, 2007),
al tiempo que exige una mayor
cofinanciación nacional (hasta el
momento, en el segundo pilar, y
quizá en el futuro próximo tam-
bién en el primero).

En los últimos años se han pro-
ducido dos tipos de transforma-
ciones en las políticas agrarias de
los países industrializados. Un pri-
mer tipo de cambios corresponde
al ámbito de las políticas agrarias.

Frente a la utilización tradicional
de las regulaciones de mercados
como método de sostenimiento
de los ingresos de los productores,
la pregunta relevante en la actua-
lidad se refiere a la contribución
de la política agraria al desarrollo
económico y mejora de la calidad
de vida de las zonas rurales.

Un segundo cambio funda-
mental corresponde al enfoque de
las políticas agrarias: frente a las
políticas de apoyo indiscriminado
a los ingresos de la agricultura, las
medidas y programas encaminados
a respaldar externalidades positivas
del mundo rural, lo que supondrá
una ganancia de legitimidad social
de las política agrarias.

NOTAS

(1) Excluyendo frutos secos.

(2) Veáse http://www.europarl.europa.eu/
highlights/es/1001.html.
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La metodología de la OCDE de Estimación de apoyo al productor permite aproximar la cuantía total de las transferencias económicas a la
agricultura, incluyendo no sólo las procedentes de los contribuyentes sino también las financiadas por los consumidores, al pagar éstos unos
precios superiores en algunos productos a los precios de referencia en el mercado internacional. Siguiendo una metodología similar a la pro-
puesta por el citado organismo internacional, y extendiéndola para incluir no sólo a los productos continentales contemplados en los análi-
sis de la OCDE, sino también a los cultivos mediterráneos (frutas y hortalizas, vino y aceite de oliva) hemos calculado el valor de dicha trans-
ferencia para España y su distribución regional. La metodología y los resultados en años anteriores para España se recogen en otros trabajos
(García Álvarez-Coque, Castellano y Sancho, 1999; García Álvarez-Coque, 2003), aunque en este trabajo la hemos ampliado para calcular la
Estimación del apoyo total, que recoge no sólo las transferencias a los productores, sino también las derivadas de servicios generales a la agri-
cultura. En todo caso, nos circunscribimos únicamente a las transferencias derivadas procedentes de fondos europeos.

Los resultados del cuadro A.1 corresponden a 2003, es decir, antes de la aprobación de la revisión intermedia. Dos son los principales 
resultados a extraer de dicha estimación. En primer lugar, el valor mismo de la transferencia total, estimada en 12 millardos de euros. En 
segundo lugar, la todavía significativa contribución de los consumidores, a pesar de que en el año estudiado el apoyo directo ya representa-
ba más del 50 por 100 de la transferencia total. Esta dependencia de las transferencias vía precios sugiere que algunas regiones son sensibles
a los compromisos de liberalización de precios que puedan adoptarse como resultado de la Ronda Doha, siendo éste el caso de las comuni-
dades cantábricas (Galicia, Asturias, Cantabria y País Vasco) y las mediterráneas (Baleares, Cataluña y Valencia). Por el contrario, en las co-
munidades de la España interior y en Canarias, los métodos directos de apoyo representan la vía fundamental de transferencia al sector. Las
diferencias regionales en los niveles de apoyo no fueron corregidas por la Agenda 2000, y difícilmente acabarán de corregirse con las refor-
mas de los últimos años.

CUADRO A.1

INDICADORES DE APOYO A LA AGRICULTURA ESPAÑOLA (2003)

ESTIMACIÓN DEL APOYO AL PRODUCTOR FINANCIACIÓN DEL APOYO TOTAL

Total En porcentajes EAP/explotación EAP/ha Porcentajes Porcentajes
Millones de euros VAB euros/explotación euros/Ha. consumidores contribuyentes

Andalucía .................................. 2.616,5 29,4 9.671 429 34,9 65,1
Aragón...................................... 1.073,0 78,9 19.425 345 49,5 50,5
Asturias ..................................... 236,6 147,9 7.279 368 60,9 39,1
Baleares..................................... 79,9 31,6 5.746 244 63,6 36,4
Canarias .................................... 235,4 35,8 14.404 2.069 31,3 68,7
Cantabria .................................. 147,5 86,9 11.408 344 66,9 33,1
Castilla La-Mancha .................... 1.035,8 41,4 7.312 180 28,2 71,8
Castilla-León.............................. 2.176,2 65,1 20.537 324 51,1 48,9
Cataluña ................................... 1.432,6 65,8 23.704 747 72,2 27,8
C. Valenciana ............................ 601,7 28,2 3.938 583 67,2 32,8
Extremadura .............................. 738,2 46,1 10.065 225 21,7 70,8
Galicia ....................................... 642,5 83,2 6.293 568 62,5 37,5
Madrid ...................................... 223,7 94,2 20.950 511 69,7 30,3
Murcia....................................... 402,4 33,2 10.496 669 69,3 30,7
Navarra ..................................... 267,6 50,8 14.041 294 48,5 51,2
País Vasco.................................. 197,6 64,1 8.845 459 65,5 34,5
La Rioja ..................................... 81,9 21,7 6.452 219 49,7 50,3
España ...................................... 12.189,0 45,7 10.685 366 48,5 51,5

Fuentes: Elaboración de los autores a partir de: Estimaciones del Apoyo a la Producción correspondientes a 2003 (más detalle en García Álvarez-Coque y Andrés, 2007). Las ayudas direc-
tas a la producción han sido obtenidas a partir de los informes financieros del FEOGA (sección garantía).
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